INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID DE 29 DE MARZO DE 2012. SUBVENCIONES.  EJECUCIÓN DE LA ACTIVIDAD POR UNA EMPRESA DEL GRUPO EMPRESARIAL DE LA BENEFICIARIA.
Se plantea ante esta Intervención General consulta procedente de la Intervención Delegada en la Consejería de ___________________, relativa a la justificación de los gastos y pagos en dos expedientes de subvenciones, en los que interviene una empresa diferente de las subvencionadas, perteneciente al mismo grupo empresarial.

La consulta planteada trae causa de los siguientes

ANTECEDENTES

1. A través de la Orden de 30 de noviembre de 2009, de la Consejería de _____________, se regula la concesión de ayudas por el IMD para promoción de actuaciones de ahorro y eficiencia energética y se realiza su convocatoria para 2009.
2. En aplicación de esta Orden, se concedieron una serie de subvenciones. Así, mediante Resolución del IMD de 4 de agosto de 2010 se concedió a T.E., S.A.U. una subvención de cincuenta mil euros (50.000 euros.-), cuyo objeto era la financiación de un proyecto de mejora energética de la iluminación interior del edificio situado en Calle Ronda de la Comunicación (distrito C). s/n (28050 Madrid).

Asimismo, mediante Resolución del IMD de 16 de agosto de 2010 se concedió a T.M.E., S.A. una subvención de veintidós mil ochenta euros con cincuenta céntimos (22.080,50 euros.-), cuyo objeto era la financiación de un proyecto de mejora energética de la iluminación interior del edificio situado en Calle Ronda de la Comunicación (distrito C) s/n (28050 Madrid).
3. Los trabajos necesarios para acometer los proyectos subvencionados fueron realizados, en ambos casos, por la empresa T.G.deS.C.E., S.A.U., empresa diferente a las subvencionadas, pero del mismo grupo empresarial, la cual, emitió facturas de los trabajos realizados a las empresas beneficiarias. 

Para justificar el pago de dichas facturas no se aportaron justificantes bancarios acreditativos del pago de las mismas, exigido por la mencionada Orden de 30 de noviembre de 2009, en su artículo 11, sino que se aportó:
· Escrito de T.F., S.A., en el que se indica que, conforme a sus estatutos, es a ella a quien corresponde la gestión integrada de la Tesorería de las sociedades del grupo empresarial T.
· Documentos denominados “orden de pago” sellados por T.F.., S.A., relativos a cada factura, donde consta el importe total de la misma, como pagador la empresa beneficiaria de la subvención y como cobrador la empresa del grupo que emite las facturas – T.G.de S.C.E., S.A.U.-, y unas referencias de cuentas contables de tesorería.
· Certificaciones de 17 y 27 de septiembre de 2010 del Director de T.F., S.A, en la que se señala que T.M.E., S.A. ha realizado pagos a T.G. de S.C.E., S.A.U., por un importe total de ciento cuarenta y dos mil veintitrés euros con tres céntimos (142.023,03 euros.-).
Certificación de 16 de septiembre de 2010 del Director de T.F., S.A, en la que se señala que T. de E., S.A. ha realizado pagos a T.G.de S.C.E., S.A.U., por un importe total de doscientos ochenta y siete mil trescientos noventa y nueve euros con veintiocho céntimos (287.399,28 euros.-).
4. Remitidos, para su fiscalización, los expedientes, a la Intervención Delegada en la Consejería de _______________, ésta solicita, mediante actuaciones interesadas, la integración en los expedientes, ya que no queda acreditado en los mismos, de la justificación bancaria de los gastos realizados, y de la elección de la oferta de la empresa encargada de realizar los trabajos, conforme a criterios de eficiencia y economía de acuerdo con lo exigido en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones –en adelante LGS-.
5. Por otra parte, la Intervención Delegada en la Consejería de ________________,  eleva consulta a este Centro Fiscal, en relación con los expedientes descritos, en la que formula una serie de cuestiones.
Para resolver la consulta planteada, procede realizar las siguientes

CONSIDERACIONES

I

En esta primera consideración debe abordarse la cuestión, planteada en el escrito de consulta, relativa a la elección de la oferta de la empresa encargada de realizar los trabajos.
El artículo 31.3 de la LGS, en la redacción vigente en la fecha en que se solicitaron las ofertas, decía que:
“Cuando el importe del gasto subvencionable supere la cuantía de 30.000 euros en el supuesto de coste por ejecución de obra, o de 12.000 euros en el supuesto de suministro de bienes de equipo o prestación de servicios por empresas de consultoría o asistencia técnica, el beneficiario deberá solicitar como mínimo tres ofertas de diferentes proveedores, con carácter previo a la contracción del compromiso para la prestación del servicio o la entrega del bien, salvo que por las especiales características de los gastos subvencionables no exista en el mercado suficiente número de entidades que lo suministren o presten, o salvo que el gasto se hubiera realizado con anterioridad a la solicitud de la subvención.
La elección entre las ofertas presentadas, que deberán aportarse en la justificación, o, en su caso, en la solicitud de la subvención, se realizará conforme a criterios de eficiencia y economía, debiendo justificarse expresamente en una memoria la elección cuando no recaiga en la propuesta económica más ventajosa.”
Por su parte, la Orden de 30 de noviembre de 2009 por la que se regula la concesión de ayudas por el IMD para promoción de actuaciones de ahorro y eficiencia energética y se realiza su convocatoria para 2009, reitera, en su artículo 11.2.b) lo dispuesto en el precepto trascrito de la LGS.
Examinada la documentación remitida a este Centro Fiscal se observa que existen tres ofertas realizadas por diferentes sociedades, pero no a las empresas beneficiarias de la subvención, sino a una empresa diferente. El artículo 31.1 de la LGS establece que es al beneficiario a quien corresponde solicitar al menos tres ofertas de diferentes proveedores, por tanto, las ofertas deberían haber sido solicitadas por T.de E., S.A.U. y por T.M.E., S.A., beneficiarias de las subvenciones concedidas, no por T.G. de S.C.E., S.A.U. En todo caso, resulta necesario que se aporten los estatutos sociales de la empresa T.G. de S.C.E., S.A.U., para poder verificar que es a ésta a quien corresponde contratar en nombre de las empresas beneficiarias y que, en consecuencia, sólo es ésta quien puede solicitar ofertas de diferentes proveedores.
En cuanto a la consecuencia jurídica en el caso de que no se soliciten al menos tres ofertas de diferentes proveedores, hay que acudir al artículo 83.2 del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley General de Subvenciones –en adelante RLGS-, que dice:

“Si siendo preceptiva la solicitud de varias ofertas con arreglo a lo dispuesto en el apartado 3  el artículo 31 de la Ley, éstas no se aportaran o la adjudicación hubiera recaído, sin adecuada justificación, en una que no fuera la más favorable económicamente, el órgano concedente podrá recabar una tasación pericial del bien o servicio, siendo de cuenta del beneficiario los gastos que se ocasionen. En tal caso, la subvención se calculará tomando como referencia el menor de los dos valores: el declarado por el beneficiario o el resultante de la tasación.”
Sin perjuicio de lo anterior, con la documentación obrante en el expediente no se puede determinar quién ha realizado materialmente los suministros e instalaciones que constituyen el objeto de la actividad subvencionada. A juicio de este Centro Directivo se presentan dos posibilidades:
1. Que los suministros e instalaciones hayan sido realizados por la empresa que haya presentado la oferta económicamente más ventajosa, facturando los trabajos realizados a T.G.de S.C.E., S.A.U., la cual, a su vez, ha facturado a las empresas beneficiarias de la subvención, por un importe igual al de la oferta económicamente más ventajosa, pero incrementado en un porcentaje. Este porcentaje, en ningún caso puede ser considerado gasto subvencionable puesto que no guarda ninguna relación con la naturaleza de la actividad subvencionada; se califica como comisión de un intermediario que no cabe sufragar con fondos públicos. En todo caso, de cara a la justificación de gastos y pagos deberán aportarse las facturas emitidas por la empresa proveedora a T.G.de S.C.E., S.A.U., así como el justificante bancario que acredite el pago de la misma.
2. Que los suministros e instalaciones hayan sido realizados por T.G.de S.C.E., S.A.U., la cual solicitó tres ofertas para tomar la económicamente más ventajosa como referencia del importe a facturar a las empresas beneficiarias
. En este caso, deberían presentarse, además de las facturas, la justificación del pago a T.G. de S.C.E., S.A.U. 
En cualquier caso, debe significarse que no cabe la subcontratación -la normativa reguladora de la subvención no la contempla-, de conformidad con lo que prescribe el artículo 29.2 de la LGS.
II

En segundo lugar corresponde analizar la justificación de gastos presentada por las empresas beneficiarias.
El artículo 11.2.c) de la Orden de 30 de noviembre de 2009, de la Consejería de _______________, se regula la concesión de ayudas por el IMD para promoción de actuaciones de ahorro y eficiencia energética y se realiza su convocatoria para 2009, establece como medio de justificación de los gastos y pagos realizados, la necesidad de presentación por el beneficiario de facturas y justificantes bancarios de pago.
En los expedientes que se analizan no se han aportado justificantes bancarios de pago que justifiquen el pago de la prestación subvencionada por parte de las empresas beneficiarias. En su lugar se han aportado una serie de documentos denominados “orden de pago”, sellados por T.F., S.A., cuyo importe corresponde al de las facturas emitidas por  T.G. de S.C.E., S.A.U., y los certificados en los que se señala que los importes de las órdenes de pago han sido satisfechos por las empresas beneficiarias.

Como primera cuestión, debe recordarse que la justificación ha de ser realizada de conformidad con lo previsto en la base reguladora de la ayuda de que se trate. A este respecto, el artículo 30.1 de la LGS dispone que “La justificación del cumplimiento de las condiciones impuestas y de la consecución de los objetivos previstos en el acto de concesión de la subvención se documentará de la manera que se determine reglamentariamente, pudiendo revestir la forma de cuenta justificativa del gasto realizado o acreditarse dicho gasto por módulos o mediante la presentación de estados contables, según se disponga en la normativa reguladora”. En este mismo sentido, señala la Sentencia de la Audiencia Nacional de 24 de noviembre de 2010, que la justificación y plazo para la misma “…vendrán determinados por las correspondientes bases reguladoras de las [image: image1.wmf]
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subvenciones públicas.”
. 
En el caso concreto de justificantes bancarios, la justificación debe realizarse de conformidad con lo establecido en la normativa reguladora de la subvención. Quiere ello decir que si la normativa de la subvención exige la presentación de justificantes bancarios, los mismos deben ser presentados para justificar el pago realizado ya que únicamente cabría otra justificación cuando las bases reguladoras no hubieran previsto expresamente la aportación de dichos  justificantes bancarios; en este sentido la Sentencia de la Audiencia Nacional de 6 de marzo de 2009 dice “En esos casos, esta Sala y Sección viene expresando (por todas, Sentencias de 9 de mayo de 2006, de 21 de diciembre de 2007 y 8 de febrero de 2008, recaídas en los Recursos 706/2004, 773/2006 y 713/2006 de nuestro conocimiento), que si[image: image2.wmf]
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 no está previsto expresamente,[image: image3.wmf]
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 no puede efectuarse una presunción contraria al administrado en cuanto a la exigencia de[image: image4.wmf]
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 justificantes bancarios, en virtud del aforismo <<ubi lex non distinguet nec nos distinguere debemos>>”.
En el caso que se analiza, como se ha expuesto reiteradamente, el artículo 11.2.c) de la Orden de 30 de noviembre de 2009, de la Consejería de Economía y Hacienda, exige la presentación de justificantes bancarios de pago correspondientes a las inversiones realizadas. 
En virtud de las anteriores consideraciones esta Intervención General formula las siguientes 
CONCLUSIONES

· Para dar validez a las actuaciones efectuadas, debe figurar la documentación que acredite la distribución de competencias dentro del grupo empresarial de T.
· La justificación de gastos y pagos debe realizarse según lo dispuesto en la normativa reguladora de la subvención. Por lo tanto, para justificar el gasto y pago deberán aportarse las facturas emitidas por la empresa proveedora y el justificante bancario de pago de las mismas, exigidos por las bases reguladoras.
� Como se ha expuesto, T.G. de S.C.E., S.A.U. facturó a las empresas beneficiarias por importes coincidentes con las ofertas económicamente más ventajosas, pero incrementadas en un porcentaje.


� La doctrina del TS sobre las obligaciones de los beneficiarios de subvenciones se puede encontrar en su Sentencia de 18 de mayo de 2004 que dice “Nuestra jurisprudencia, como se refiere en la sentencia de 20 de mayo de 2003 ( � HYPERLINK "javascript:%20linkToDocument('RJ\\\\2003\\\\5295',%20'/wles/app/nwles/document/link?baseNM=RJ\\\\2004\\\\3519&baseUnit=F.4&targetNM=RJ\\\\2003\\\\5295&targetUnit=.&baseGUID=I56c8fbb0f77811db9767010000000000&tid=jurisprudencia&version=&baseCT=juris&docguid=I56c8fbb0f77811db9767010000000000');" \o "" �RC 5546/1998 [ RJ 2003, 5295] � ), ha reconocido el carácter� HTMLCONTROL Forms.HTML:Hidden.1 ��� modal de la� HTMLCONTROL Forms.HTML:Hidden.1 ��� subvención o, si se prefiere, su naturaleza como figura de Derecho público, que genera inexcusables obligaciones a la entidad beneficiaria, cuyo incumplimiento determina la procedencia de la devolución de lo percibido.”
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